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2 archivos adjuntos (307 KB)
REC. REP. AP. presc. LEONARDO LOPEZ J16EPMS.pdf; 42004.pdf;

De: Juan Carlos Joya Arguello <jcjoya@procuraduria.gov.co>
Enviado: jueves, 22 de junio de 2023 4:04 p. m.
Para: Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Recursos contra decisión Juzgado 16 de EPMS
 
De la manera más atenta me permito remi�r, como documento adjunto, el escrito a través del cual
interpongo y sustento los recursos de reposición y apelación contra una decisión del Juzgado 16 de
EPMS.

Cordialmente,

JUAN CARLOS JOYA ARGÜELLO
Procurador 381 Judicial I Penal
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Bogotá, D.C., 22 de junio de 2023 

 

Doctora 

SANDRA AVILA BARRERA 

JUEZ 16 DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Ciudad 

 

REF: Radicado 11001 40 04 062 2011 00153 00 

Número interno 42004 

LEONARDO LÓPEZ SUÁREZ 

Recursos de reposición y apelación 

 

Por medio de este escrito, en mi condición de Procurador 381 Judicial I Penal, 

destacado ante su despacho, estando dentro del término legalmente previsto, me 

permito interponer el RECURSO DE REPOSICIÓN y subsidiariamente 

APELACIÓN contra el auto emitido el 7 de junio de 2023 (No. 599/23) dentro de 

la actuación de la referencia, a través del cual se negó la extinción de la sanción 

penal por prescripción y la libertad al sentenciado LEONARDO LÓPEZ SUÁREZ.  

 

En la decisión objeto de impugnación el juzgado señaló que con ocasión de la 

sentencia condenatoria el señor LEONARDO LÓPEZ SUÁREZ, para materializar 

el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, el 11 de 

octubre de 2013 suscribió diligencia de compromiso contentiva de las 

obligaciones previstas en el artículo 65 del Código Penal por un periodo de 

prueba de 2 años, de tal manera que desde el 11 de octubre de 2015 empezó a 

correr el término de prescripción de la pena por un espacio de 5 años, de acuerdo 

a lo establecido en el artículo 89 del Código Penal, pues la sanción atribuida al 

sentenciado fue de 3 meses.  

 

Indicó el despacho que en la diligencia de compromiso el señor LÓPEZ SUÁREZ 

contrajo, entre otras, la obligación de “reparar los daños ocasionados por el 

delito”, sin embargo, durante el periodo de prueba no cumplió este deber y 
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tampoco acreditó insolvencia que le impidiera hacerlo. A consecuencia de ello el 

juzgado impartió el trámite incidental previsto en el artículo 486 de la Ley 600 de 

2000 y posteriormente, el 6 de febrero de 2020, revocó el subrogado otorgado, 

decisión que cobró firmeza el 6 de marzo siguiente.  

 

Haciendo alusión a la normatividad y a pronunciamientos de la Sala de Casación 

Penal de la Corte Suprema de Justicia en providencias de tutela, el juzgado 

concluyó que para la fecha de ejecutoria del auto que revocó el sustituto de la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena el fenómeno prescriptivo de la 

pena no se había configurado.  

 

Lo anterior -argumentó el despacho- en razón a que entre el 12 de octubre de 

2015 y el 6 de marzo de 2020 (cuando quedó ejecutoriado el auto que revocó la 

suspensión de la ejecución de la pena) no alcanzó a cumplirse el termino de 5 

años que debe transcurrir para que opere la prescripción, por lo que entre el 11 

de octubre de 2015 y el 11 de octubre de 2020 la jurisdicción estaba habilitada 

para exigir el cumplimiento de las obligaciones impuestas en la diligencia de 

compromiso, entre ellas, al pago de perjuicios. Es decir, que el término 

prescriptivo se habría interrumpido con la ejecutoria del auto que revocó el 

subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

 

Para este representante del Ministerio Público la anterior determinación debe ser 

reconsiderada, si se advierte que de conformidad con el artículo 90 del Código 

Penal los únicos eventos que permiten la interrupción de la prescripción de la 

sanción penal son (i) la aprehensión del sentenciado en virtud de la sentencia o 

(ii) la puesta a disposición de la autoridad competente para el cumplimiento de la 

misma. 

 

De acuerdo con el artículo 89, inciso 1º, del Código Penal, “La pena privativa de 

la libertad, salvo lo previsto en tratados internacionales debidamente 

incorporados al ordenamiento jurídico, prescribe en el término fijado para ella en 

la sentencia o en el que falte por ejecutar, pero en ningún caso podrá ser inferior 
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a 5 años” (Subrayado fuera del texto original). 

 

Igualmente, como lo indiqué, el artículo 90 del mismo estatuto establece que “El 

término de prescripción de la sanción privativa de la libertad se interrumpirá 

cuando el sentenciado fuere aprehendido en virtud de la sentencia, o fuere puesto 

disposición de la autoridad competente para el cumplimiento de la misma”. 

 

Sobre el tema de la prescripción de la pena, cuando se trata de la interrupción de 

este término, en un pronunciamiento que también es citado en la decisión 

impugnada (fallo de tutela del 25 de febrero de 2020, radicado T 109339, número 

de providencia STP1980-2020), la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 

de Justicia señaló: 

 
“De acuerdo con lo expuesto, las disposiciones sobre la prescripción de la pena                 

–artículos 89 y 90 del Código Penal-, operan en el supuesto de que el condenado 
se encuentre gozando de la libertad, no obstante que en su contra exista una 
sentencia condenatoria ejecutoriada, en cuyo evento comenzaría a transcurrir el 
término de prescripción, sin que el Estado hubiera ejercido la materialización del fallo.  
 
Ahora bien, en lo atinente a la interrupción del término de la prescripción a raíz de la 
concesión de subrogados penales, esta corporación judicial en sentencia de tutela 
del 27 de agosto de 2013, Rad. 66429, indicó que: 

 
“5. Interrupción del término de prescripción por aplicación del subrogado de 
suspensión condicional de la ejecución de la pena privativa de la libertad.  
 
Debe tomarse en cuenta que a diferencia del fenómeno de la prescripción 
debido a la insubordinación, manifestada por medio de la evasión a la acción 
de la autoridad, con los subrogados penales se otorga una libertad concedida 
legítimamente. El condenado, al aceptar la suscripción del acta de compromiso 
y mientras esté acatando las obligaciones impuestas, está dando cumplimiento 
a la sentencia y permanece sujeto a la vigilancia del juez de ejecución; por 
tanto, en ese lapso el término de prescripción de la pena permanece 
suspendido. Dada la función de vigilancia de la pena y a su eventual 
revocatoria, las autoridades no han perdido el dominio de la situación.  
 
Al respecto, es oportuno apoyar esa tesis con los argumentos esbozados por el 

Dr. Mauro Solarte Portilla8: 
 
“[...] Planteado de otro modo, siempre que el condenado acepte la voluntad 
estatal y se someta a sus determinaciones y condicionamientos, no corre el 
lapso prescriptivo. Tal ocurre si está en prisión (domiciliaria o intramural) o si 
está en libertad por la vía de la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena, de la libertad condicional o de la libertad vigilada mediante mecanismos 
electrónicos. Si en cambio se declara en rebeldía y se fuga o elude la captura, 
siempre que, obviamente, el propósito no resulte fallido, comienza a correr el 
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lapso prescriptivo, simultáneamente con la obligación estatal de someter al 
contumaz.  
 
La posición contraria, defendida por el apoderado judicial de la actora y el 
Ministerio Público, según la cual el término de prescripción, en este caso 
comenzó a correr con la ejecutoria de la sentencia, no es razonable por cuanto 
desconoce el efecto que produce el sometimiento de la condenada a la prueba 
impuesta para gozar de la suspensión condicional de la ejecución de la pena 
y su consecuencia extintiva. (Lo subrayado es nuestro).” 

 
De igual forma, desarrolló la forma y el momento a partir del cual se debe contabilizar 
el término de prescripción de la pena frente a los casos en que surten efectos 
jurídicos los subrogados penales, precisando lo siguiente: 

 
“6. Momento a partir del cual se debe contabilizar el término de la prescripción 
de la pena. 
 
[...] La autoridad judicial accionada tenía tres posibilidades a partir de la 
cual empezar a contar el término de la prescripción: a) El incumplimiento 
de la obligación del pago de los perjuicios decretada en la sentencia, b) 
La terminación del período de prueba incumplido, y c) La fecha de la 
ejecutoria de la providencia en la que se declaró el incumplimiento.  
 
El Tribunal optó por la última posibilidad, con fundamento en lo siguiente:  
 
“... el tiempo empleado para emitir la aludida decisión no puede resultar 
perjudicial para la víctima, la justicia y la sociedad, razón que impone una 
interpretación que realice el imperativo estatal de evitar la impunidad” 
 
Obsérvese que el Tribunal, en lugar de tomar en consideración la fecha 
a partir de la cual se incumplió, dentro del período de prueba, la 
obligación de reparación (fecha claramente determinable como veremos 
más adelante), dio por supuesto que el término debía contabilizarse 
desde la ejecutoria de la providencia en la que se declaró el 
incumplimiento y revocó el beneficio. Situación que da lugar a que se 
imponga al condenado las consecuencias negativas de la mora judicial.   
 
[...] El equívoco es patente, debido a que la autoridad judicial confundió la 
providencia que declara el incumplimiento con el hecho mismo que lo motivó. 
El juez de ejecución de la pena puede tomarse un tiempo razonable para 
revocar el subrogado, por el incumplimiento de obligaciones ocurridos en ese 
lapso, siendo relevante determinar el momento en que se incumplieron las 
obligaciones, pues a partir de esa fecha se imponía el deber del Estado, por 
intermedio del funcionario judicial, de asumir el control de la ejecución de la 
pena y ordenar la aprehensión del condenado en virtud de la sentencia 
condenatoria. Sólo en el caso de que no sea posible determinar la fecha 
del incumplimiento, que dio lugar a la revocatoria deberá tomarse el día 
de finalización del período de prueba como el momento desde el cual 
empieza a contabilizarse la prescripción de la pena. (Subrayas ajenas al 
texto original)”. 

 
Al tenor de los anteriores lineamientos jurídicos, resulta dable concluir que en el 
evento de haberse concedido el subrogado de la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena de prisión, y el condenado previo a vencerse el término 
prescriptivo se presenta y firma el compromiso, es decir se empieza  a  efectivizar  la  
sentencia,  e incluso se somete a un  período de prueba, resulta de sana lógica 
señalar  que en tales situaciones el Estado no desatendió su obligación punitiva y en 
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tal medida no puede abstenerse de cumplir la sanción,  toda  vez que el término 
transcurrió con solución de continuidad, resultando así inoponible la prescripción de 
la pena, pues el condenado no se abstiene de materializar la sanción impuesta. 
 
Entonces, si  la figura de  la prescripción de la sanción penal, es incompatible con el 
de la  ejecución, en esa medida no puede restringirse la interrupción del fenómeno 
a las hipótesis del artículo 90 del Código Penal, ya que resultaría discriminatorio, e 
incongruente con el instituto de los subrogados penales, en  los supuestos en que la 
persona es capturada o dejada a disposición y razón del  mismo proceso se concede 
alguno de tales mecanismos y después de estar sujeto a unas obligaciones, al 
omitirlas, nuevamente debe ser capturado para que cumpla la pena intramural. 
 
Igualmente, se tiene que el término prescriptivo de la sanción penal, respecto 
de los sustitutos penales, se cuenta desde el momento en que se incumplió 
alguna de las obligaciones impuestas para la concesión del mismo, siempre 
que hubiese sido determinado por la autoridad judicial, o en su defecto, ante 
la imposibilidad de precisar la fecha del hecho incumplido, debe tomarse como 

parámetro de contabilización el día de finalización del periodo de prueba.” 
(Negrillas fuera del texto original)  

 

Visto el anterior pronunciamiento concluye este Procurador Judicial que el 

término de prescripción de la pena se debe examinar teniendo en cuenta el 

comportamiento asumido por el sentenciado y las actividades realizadas por el 

funcionario ejecutor de la pena, pues son esos factores los que sirven para 

determinar si el Estado abandonó la facultad de hacer cumplir el fallo o si el 

condenado desacató las obligaciones a las que se comprometió. 

 

De ahí que el funcionario judicial no esté en la posibilidad de ordenar la ejecución 

de la sentencia o revocar el subrogado penal en cualquier tiempo, toda vez que 

una vez finalizado el periodo de prueba otorgado al beneficiario de la suspensión 

condicional de la ejecución de la pena o de la libertad condicional, la sanción 

penal o el término que falte por ejecutar empieza a prescribir a partir de ese 

momento, sea que se haya verificado o no el cumplimiento de las obligaciones a 

las que se comprometió el condenado. Y ese periodo de prescripción solo puede 

ser interrumpido si el sentenciado es aprehendido en virtud de la sentencia, o si 

es puesto a disposición de la autoridad competente para el cumplimiento de la 

misma; ningún otro evento puede producir esa interrupción, según puede 

concluirse de los pronunciamientos de la Sala Penal de la Corte Suprema de 

Justicia en sede de tutela y que fueron citados en la providencia recurrida.    
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Acorde con la información que obra en las diligencias, el señor LEONARDO 

LÓPEZ SUÁREZ, para materializar el subrogado de la suspensión condicional de 

la ejecución de la pena, el 11 de octubre de 2013 suscribió la diligencia de 

compromiso contentiva de las obligaciones previstas en el artículo 65 del Código 

Penal por un periodo de prueba de 2 años, de tal manera que desde el 11 de 

octubre de 2015 estaba facultado el juzgado para verificar el cumplimiento de 

dichas obligaciones, con la finalidad de establecer si revocaba el subrogado y 

ordenaba la ejecución de la sentencia o si, por el contrario, declaraba la extinción 

de la pena y la liberación definitiva.  

 

Al mismo tiempo, a partir de esa fecha, empezó a correr el término de 

prescripción de la pena por 5 años, de acuerdo a lo establecido en el artículo 89 

del Código Penal, pues la sanción atribuida al sentenciado fue de 3 meses. Es 

decir, que si se determinaba que el sentenciado incumplió sus obligaciones y se 

revocaba el subrogado penal, el juzgado de ejecución de penas tenía hasta el 11 

de octubre de 2020 para ejecutar la pena y ello solo se haría posible si se 

capturaba al señor LÓPEZ SUÁREZ o se ponía a su disposición para el 

cumplimiento de la condena antes de esa fecha. 

 

Sin embargo, según está acreditado en las diligencias, el señor LEONARDO 

LÓPEZ no fue capturado ni puesto a disposición del juzgado durante ese lapso 

(11 de octubre de 2015 a 11 de octubre de 2020), razón por la cual considera 

este representante del Ministerio Público que el término de la prescripción de la 

pena se configuró, sin que sea admisible afirmar que se interrumpió con la 

ejecutoria de la providencia del 6 de febrero de 2020 y que entonces a partir de 

allí debe empezarse a contar un nuevo lapso de prescripción, porque ello 

implicaría, además, imponer al condenado las consecuencias negativas de la 

demora en hacer un pronunciamiento sobre el cumplimiento de las obligaciones 

a las que se ha venido haciendo referencia.   

 

Y esto porque como lo señaló la Corte Suprema de Justicia en la decisión citada 

atrás, es equivocado contabilizar el término de prescripción de la pena desde la 
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ejecutoria de la providencia con la que se declaró el incumplimiento y revocó el 

beneficio. Por el contrario, según lo establece la Corte, ese término se debe 

contar a partir de la fecha en que se incumplió la obligación de reparación, dentro 

del periodo de prueba, o en últimas desde la finalización de este periodo.  

 

De ahí que la Corte en el fallo de tutela del 25 de febrero de 2020, citado atrás, 

indique que la autoridad judicial, al darle ese alcance a la providencia que revocó 

el subrogado penal, confundió esta decisión con el hecho mismo que motivó el 

incumplimiento y la revocatoria, agregando que “el juez de ejecución de la pena 

puede tomarse un tiempo razonable para revocar el subrogado, por el 

incumplimiento de obligaciones ocurridos en ese lapso, siendo relevante 

determinar el momento en que se incumplieron las obligaciones, pues a partir de 

esa fecha se imponía el deber del Estado, por intermedio del funcionario judicial, 

de asumir el control de la ejecución de la pena y ordenar la aprehensión del 

condenado en virtud de la sentencia condenatoria.”. 

 

En el mismo sentido, la Corte, en el fallo de tutela radicado 66429 del 27 de 

agosto de 2013, M.P. José Leonidas Bustos Martínez, establece que si desde la 

finalización del periodo de prueba o desde la fecha del incumplimiento transcurre 

el término de prescripción de la pena, sin interrupción, tendrá que declararse su 

extinción, sin que sea legalmente admisible tener todo ese tiempo como válido 

para emitir una decisión sobre el incumplimiento de las obligaciones y una vez 

proferida entender que ese acto, una vez ejecutoriado, interrumpe la prescripción. 

 

De la siguiente manera lo expuso la Sala de Decisión de Tutelas de la Corte: 

 

“Aclarándose, en todo caso, que si desde la fecha del incumplimiento, siendo ese un 

momento determinado, o desde la finalización del período de prueba, ha prescrito la 
sanción penal, el juez no tendrá otra opción que decretarla. Así, el tiempo que se 
tome la autoridad judicial para revocar la medida no inhibe la prescripción, siendo 
ese lapso un límite temporal extremo para que se haga un pronunciamiento sobre el 

comportamiento del condenado.” 
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Así las cosas, bajo el criterio sentado reiterado por la Corte Suprema de Justicia 

en diversos pronunciamientos de tutela, considera el Ministerio Público que en el 

presente caso tendría que decretarse la prescripción de la sanción penal 

impuesta al señor LEONARDO LÓPEZ, dado que transcurrió un lapso superior a 

cinco años desde el momento en que finalizó el periodo de prueba sin que aquel 

hubiese sido aprehendido o puesto a disposición del juzgado. 

 

De acuerdo con esos argumentos considero que el juzgado tendría que reponer 

la providencia impugnada en ese sentido; pero, de llegar a confirmarla, le pido 

señora Juez conceder el recurso de apelación interpuesto, para que la segunda 

instancia contraste su decisión con los argumentos aquí esbozados y resuelva si 

la revoca o la ratifica. 

 

Cordialmente, 

 

 

 

 

JUAN CARLOS JOYA ARGÜELLO 

Procurador 381 Judicial I Penal 
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